El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / REVOCATORIA DIRECTA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / NO SE PROBÓ LA EXISTENCIA DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE.
Es sabido que una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial. (…)
Al respecto, en un caso en que también se alegaba la ilegalidad de un acto administrativo por medio de la acción de amparo, dijo la Corte Constitucional:

“4.5.1. El ya citado artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Esto significa que la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual “procede de manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para asegurar su protección”. El carácter residual obedece a la necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución y la ley a las diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los principios constitucionales de independencia y autonomía de la actividad judicial”. (…)
Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción contenciosa administrativa la competente para conocer de los procesos en que se controviertan actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. (…)
De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.
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Pereira, agosto veintinueve (29) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 390 del 29 de agosto de 2019

Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00343-01 
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la parte actora frente a la sentencia proferida el 19 de julio último, por el Juzgado Cuarto de Familia local, en la acción de tutela que instauró la Unidad Inmobiliaria Ecológica La Alquería Reservada P.H. contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, a la que fueron vinculados el Director General y el Jefe Asesor de la Oficina Jurídica de esta última entidad y la Sociedad Inversiones Noma S.A.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la representante legal de la entidad demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El proyecto urbanístico denominado Unidad Inmobiliaria Ecológica La Alquería Reservada P.H. fue desarrollado en su totalidad por la Sociedad Inversiones Noma S.A.; esta fue la encargada de ejecutar las obras civiles de construcción total del Condominio La Alquería, el que, en consecuencia, “nació a la vida jurídica únicamente en la fecha en que la totalidad de obra fue entregada para su uso habitacional”.
1.2 En el año 2014, la CARDER dio apertura a la investigación administrativa ambiental contra esa unidad inmobiliaria, por hechos ocasionados con antelación a que “recibiera a plena satisfacción la totalidad del proyecto”, y luego de agotada esa fase de indagación, mediante Resolución No. 0021 del 5 de enero de 2017 la sancionó con multa de $25.186.692.
1.3 Oportunamente interpuso recurso de reposición contra ese acto administrativo, pero fue confirmado por Resolución No. 2151 del 15 de diciembre de 2017, con sustento en que no se lograron desvirtuar los argumentos formulados para imponer la sanción.

1.4 Teniendo en cuenta que la demandada se abstuvo de analizar los planteamientos presentados para desvirtuar que la unidad inmobiliaria no es responsable del daño ambiental atribuido, el 14 de marzo último se solicitó la revocatoria directa de aquellas resoluciones, con sustento en las causales 2 y 3 del artículo 93 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Además, se  indicaron las razones por las cuales procedía esa revocatoria.
1.5 La CARDER, más de dos meses después, profirió la Resolución No. 1213 por medio de la cual rechazó por improcedente la revocatoria directa, sin ni siquiera revisar íntegramente la solicitud, pues se limitó a hacer referencia a algunos apartes del artículo 94 de la mencionada codificación, cuando esta norma ha debido ser analizada de forma completa ya que establece que la improcedencia de la revocación únicamente aplica por la causal 1 de aquel artículo “cuando el peticionario haya interpuesto los recursos a que dichos actos sean susceptibles, es decir, que es procedente la revocatoria, aun cuando se hayan interpuesto los recursos de reposición, cuando se invoque las causales 2 y 3 del artículo 93, situación que es exactamente la que sucede para el presente caso”.

1.6 La demandada procedió de aquella manera para evitar el análisis de fondo de la cuestión y poder dar respuesta dentro del término legal.  
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso, defensa y contradicción. Para protegerlos, solicita se ordene a la demandada dar trámite y resolver de fondo la solicitud de revocatoria directa, teniendo en cuenta que cumple los requisitos legales para su interposición.
A C T U A C I Ó N  P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 11 de julio se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora General y al Jefe Asesor de la Oficina Jurídica de la CARDER. Con posterioridad se hizo lo propio con la Sociedad Inversiones Noma S.A. 
2. Solamente se pronunció la Directora de la CARDER. Por medio de apoderada señaló que: a) la acción de amparo es improcedente al incumplir los requisitos de procedibilidad establecidos en la jurisprudencia constitucional; b) contrario a lo afirmado por la demandante, la cuestión fue resuelta de fondo, pues en esta clase de asuntos es preciso analizar si la solicitud de revocatoria directa encuadra en alguna de las causales establecidas en el artículo 93 del CPACA y solo en caso de superar ese presupuesto, es posible analizar la legalidad, conveniencia u oportunidad del acto administrativo reprochado. En este caso no se superó aquel primer requisito, razón por la cual era innecesario continuar con el examen de los demás argumentos planteados por la actora; c) el artículo 94 del mencionado código regula los dos eventos en los cuales es improcedente la revocatoria directa; el primero, cuando se alega que el acto administrativo es manifiestamente opuesto a la Constitución y la ley y el peticionario ha interpuesto en su contra recursos; el segundo, cuando ocurrió la caducidad del acto y d) la causal 1 del artículo 93 ibídem prevé que la revocatoria de un acto ilegal o inconstitucional se puede solicitar en cualquier término, salvo que contra esa decisión se hayan interpuesto los recursos de ley, evento en el cual ya no sería viable la revocación directa sino que se deberá acudir al medio de control judicial de nulidad. Sin embargo, cuando la petición se sustenta en las causales 1, 2 y 3 de ese artículo “esta se torna improcedente cuando se ha presentado la caducidad de la acción para demandar el acto”. Ello encuentra fundamento en el principio de la seguridad jurídica, ya que si los actos de la administración pueden ser objeto de esa revocatoria en cualquier momento se mantendría una constante incertidumbre en sus decisiones. 
3. Mediante sentencia del 19 de julio último el Juez Cuarto de Familia local decidió denegar por improcedente el amparo.

Para así decidir, estimó que en el caso bajo estudio la actora reprocha la actuación adelantada por la administración, sin argumentar las razones por las cuales considera que las decisiones allí adoptadas le causan un perjuicio irremediable que amerite la intervención del juez de tutela, presupuesto que tampoco se evidencia en el trámite pues, además, no está ante un sujeto de especial protección. De igual manera, esta vía excepcional no puede ser utilizada como un recurso adicional o supletivo de los ordinarios.
4. Inconforme con esa sentencia, fue impugnada por la accionante. Adujo que: a) el funcionario de primera sede desconoce que el perjuicio irremediable se encuentra implícito en la actuación de la demandada que ignoró por completo el trámite que se debe dar a la revocatoria directa y sus derechos de contradicción y defensa; b) si bien es cierto la Corte Constitucional ha señalado que el amparo, por regla general, no es procedente para atacar actos administrativos particulares y concretos, esa misma corporación ha indicado que procede de forma excepcional cuando de esas decisiones se desprenda una vulneración evidente de derechos fundamentales; c) carece de otros medios de defensa judicia, como quiera que ya operó el fenómeno de la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho “así como también es improcedente solicitar la revocatoria directa… en virtud a la inactividad… del proceso”, la cual obedeció a la imposibilidad económica de sufragar los gastos de un abogado, pues  es una persona de escasos recursos, perteneciente al Sisben nivel 1, y  por problemas de salud se vio en la necesidad de radicarse por un tiempo prolongado en la ciudad de Cali. Por tanto, la tutela es el único mecanismo a su disposición para lograr que la CARDER revise nuevamente su caso; d) en este caso la accionada incurrió en defecto sustantivo al actuar al margen de las normas que rigen la materia; e) el predio ni siquiera ha podido ser habitado ya que hasta tanto no se hayan obtenido los permisos y autorizaciones ambientales, no se puede hacer uso del recurso hídrico; f) en el fallo recurrido se omitió analizar los hechos y fundamentos jurídicos plasmados en la demanda; g) contrario a lo indicado por la demandada, su único propósito es agotar todas las instancias de la vía administrativa, previo a acudir a la jurisdicción. Aquel es por excelencia el mecanismo que regula las relaciones entre los ciudadanos y la administración. Además su solicitud no se dirige a obtener una decisión a favor en la revocatoria directa sino que protejan sus derechos lesionados al rechazarla de plano, a pesar de que se reúnen todo los requisitos para su interposición y h) si una entidad obtiene una licencia urbanística, quiere decir que el proyecto cumple con los parámetros establecidos en el plan de ordenamiento territorial y si este fue concertado con la autoridad ambiental, se encuentra avalado por esta última.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela frente al acto administrativo por medio del cual la CARDER rechazó la solicitud de revocatoria directa formulada por la accionante, en el trámite de responsabilidad ambiental iniciado en su contra. De serlo, se establecerá si la demandada lesionó los derechos de que la peticionaria es titular. 
3. Es sabido que una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

De esa manera, para la procedencia de esta excepcional acción es necesario establecer si el supuesto afectado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y si este resulta eficaz para protegerlo o si se está frente a un perjuicio irremediable que justifique la intervención inmediata del juez constitucional.

Al respecto, en un caso en que también se alegaba la ilegalidad de un acto administrativo por medio de la acción de amparo, dijo la Corte Constitucional
:

“4.5.1. El ya citado artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. Esto significa que la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual “procede de manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para asegurar su protección”
. El carácter residual obedece a la necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución y la ley a las diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los principios constitucionales de independencia y autonomía de la actividad judicial.
 
No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta Corporación ha admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, cuando se acredita que los mismos no son lo suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, o no son lo adecuadamente expeditos para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable…
Finalmente, reitera la Sala que, en atención a la naturaleza eminentemente subsidiaria de la acción de tutela, esta Corporación también ha establecido que la misma no está llamada a prosperar cuando a través de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa judicial
. Al respecto, la Corte ha señalado que: “no es propio de la acción de tutela el [de ser un] medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales”
.
 
4.5.4. Ahora bien, tratándose de actos administrativos particulares, esta regla general de improcedencia se mantiene, por cuanto, en principio, ellos pueden ser controlados por el juez contencioso
. Al respecto, este Tribunal ha sido enfático en señalar que contra estos actos no procede la acción de tutela, por cuanto el ordenamiento jurídico establece distintos instrumentos que permiten controvertirlos, bien sea dentro de una actuación administrativa, como es el caso de las nulidades y los recursos dentro del proceso –cuando ellos son procedentes–, o por fuera de este ante la jurisdicción contencioso administrativa.”
Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción contenciosa administrativa la competente para conocer de los procesos en que se controviertan actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. 

 
4. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos: 

4.1 Mediante Resolución No. 0021 del 5 de enero de 2017, el Director General de la CARDER concluyó la investigación ambiental adelantada contra la Unidad Inmobiliaria Ecológica La Alquería Reservada P.H. y le impuso sanción pecuniaria por valor de $25.186.692, además de otras medidas compensatorias
. 

4.2 Contra esa decisión la representante legal de esa propiedad horizontal formuló recurso de reposición, mas fue confirmada por acto administrativo del 15 de diciembre siguiente
.

4.3 El 14 de marzo de este año, la accionante presentó ante la CARDER solicitud de revocatoria directa contra aquellas determinaciones, así como frente a los autos mediante los cuales se dio inicio a la investigación y se formularon cargos. Adujo que: a) esa entidad incurrió en las causales 2 y 3 del artículo 93 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo pues, en su orden, las decisiones que adoptó afectan gravemente a los habitantes del condominio y la multa impuesta constituye un agravio injustificado; b) de conformidad con esa norma la revocatoria directa procede con sustento en esas causales, incluso si se han formulado recursos o ha operado la caducidad. Este último fenómeno se presenta en este caso, pues el término de cuatro meses; c) el proyecto urbanístico Unidad Inmobiliaria Ecológica La Alquería Reservada P.H. fue desarrollado totalmente por la Sociedad Inversiones Noma S.A., por ello el Condominio La Alquería “nació a la vida jurídica únicamente en la fecha en que la totalidad de obra fue entregada para su uso habitacional”; d) en ningún momento el Condominio realizó las conductas por las cuales fue sancionada; e) aunque por los mismos hechos se dio inicio a investigaciones en su contra y frente a la Sociedad Inversiones Noma, esta última inexplicablemente resultó exonerada; f) el concepto técnico respecto del aprovechamiento forestal de guadua no expresa la época en la que tuvo lugar, hecho que es necesario para establecer que la responsable de este acto fue la citada sociedad, la única beneficiaria con la ocupación del cauce; g) de conformidad con el Decreto 1791 de 1996 y la Resolución No. 177 de 1997 expedida por la CARDER, para la eliminación del rastrojo bajo no se requiere permiso y h) no es posible “presumir que la medida preventiva se convierta en sanción”
.

4.4 Por Resolución No. 1213 del 17 de mayo último, la Directora Encargada de la CARDER resolvió rechazar por improcedente la solicitud de revocatoria directa. Para así decidir, consideró que de conformidad con los artículos 93 y 94 del CPACA la revocatoria de los actos administrativos no procede por la causal de manifiesta oposición a la Constitución y la ley cuando el peticionario ha interpuesto los recursos de que sean susceptibles, ni en relación con aquellos en los que haya operado la caducidad, la cual tiene lugar luego de cuatros meses contados a partir de la notificación. Además, las decisiones objeto de esa petición ya habían sido recurridas y por tanto, de conformidad con las Leyes 1333 de 2009 y 1437 de 2011, se agotó la vía gubernativa
.
5. Como ya se indicara, en esa última decisión la actora encuentra vulnerados sus derechos; es decir, que el debate gira entorno a la resolución adoptada respecto de la solicitud de revocatoria directa que formuló y no frente al acto administrativo que pretende reprochar por ese medio, esto es la sanción impuesta en su contra, en el proceso administrativo de responsabilidad ambiental.
La jurisprudencia constitucional se ha encargado de diferenciar la naturaleza de esos actos administrativos, así:

“1. La revocatoria directa constituye un acto administrativo autónomo, y en este sentido, independiente de aquél que ha sido objeto de los recursos en la vía gubernativa.
 
2. En cuanto el acto impugnado y el que dispone su revocatoria directa constituyen actuaciones independientes y autónomas, los mismos se apoyan en diversas motivaciones de hecho y de derecho, por lo cual, cada uno resulta acusable por distintas razones de legalidad que no pueden plantearse de manera conjunta.
 
3. El que se trate de actos autónomos e independientes justifica la existencia de un régimen procedimental diverso para cada actuación: - la revocatoria directa en los artículos 28 y 74, y - la vía gubernativa en el titulo II, Libro I, Parte Primera del C.C.A.
 
En apoyo a estas consideraciones, la Corte destaca los criterios fijados por el Consejo de Estado sobre el tema al señalar que: “...la decisión sobre la solicitud de revocatoria directa, es un acto administrativo autónomo cuestionable de manera independiente de aquel a que se refiere y, por ende, acusable bajo causales de nulidad independientes de las que hubieran podido plantearse con respecto de aquel otro... 

Más recientemente el Consejo de Estado se pronunció sobre la posibilidad de solicitar la nulidad y el restablecimiento del derecho del acto que resuelve la revocatoria directa, en estos términos:

“De la lectura de los apartes trascritos, se puede inferir que el contenido y alcance del acto demandado es claramente de carácter particular y concreto, en cuanto que se pronuncia sobre una situación jurídica de esta naturaleza, consistente en negar la solicitud de revocatoria de un acto administrativo por medio del cual se decomisó una mercancía de propiedad de la sociedad demandante.

Pues bien, por regla general, el medio de control procedente para controvertir actos administrativos de esta naturaleza es el de nulidad y restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 del CPACA, que señala que “[…] toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño…” 
.
5. En aplicación del anterior precedente, se puede concluir que en este caso frente a la decisión mediante la cual la CARDER rechazó la solicitud de revocatoria directa es posible ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa.  

En consecuencia, no es la tutela el mecanismo idóneo para cuestionar la legalidad de ese acto administrativo, de naturaleza particular, toda vez que la demandante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para obtener lo que pretende por esta vía y por eso, tal como lo dedujo el funcionario de primera sede, el amparo solicitado es improcedente al incumplirse el presupuesto de la subsidiariedad. 

En este punto es válido señalar que aunque la recurrente sostiene que el citado medio de defensa judicial es ineficaz porque operó el fenómeno de la caducidad, lo cierto es que si el acto administrativo reprochado se profirió el 17 de mayo último, a la fecha el término de caducidad, establecido en cuatro meses por el literal d) del numeral 2 del artículo 164 del CPACA, aún no ha vencido.  

6. De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.

Al respecto ha enseñado la Corte Constitucional
: 

“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado. (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.

En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción contencioso administrativa se pronuncia al respecto, porque en la demanda no se indicó y menos se acreditó encontrarse en una situación de extrema que, por ende, requiera de la intervención inmediata del juez de tutela.
Y aunque en la impugnación la actora expresó las razones por las cuales estima que se le ha causado esa clase de perjuicio, la Sala se debe abstener de estudiar tales circunstancias al constituir hechos nuevos, respecto de los cuales la entidad demandada no ha tenido oportunidad de defenderse. Apreciar tal hecho en esta sede, lesionaría el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.

7. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se aclarará en el sentido de que el amparo solicitado resulta improcedente porque se incumple el requisito de procedibilidad de que se trata, y no se podía negar porque no se estructura razón alguna que justifique decidir en esta última forma. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, el pasado 19 de julio, dentro de la acción de tutela promovida por la Unidad Inmobiliaria Ecológica La Alquería Reservada P.H. contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, a la que fueron vinculados el Director General y el Jefe Asesor de la Oficina Jurídica de esta última entidad y la Sociedad Inversiones Noma S.A., ACLARÁNDOLA en el sentido de ser improcedente el amparo reclamado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS




(Ausente con causa justificada)
� Sentencia T-405 de 2018, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-336 de 2009, T-436 de 2009, T-785 de 2009, T-799 de 2009, T-130 de 2010 y T-136 de 2010.


� Sentencia T-723 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Igual doctrina se encuentra en las sentencias T-203 de 1993, T-483 de 1993 y T-016 de 1995.


� Sentencia C-543 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Contra los actos administrativos particulares –distintos de los electorales y contractuales– la Ley 1437 de 2011, en el artículo 138, dispone que cabe la nulidad y restablecimiento del derecho, en los siguientes términos: “Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. //Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.”


� Folios 26 a 43


� Folios 49 a 56


� Folios 2 a 17


� Folios 18 a 23


� Sentencia T-033 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, M.P. Oswaldo Giraldo López, auto del 22 de julio de 2019, radicado No. 11001-03-24-000-2019-00049-00


� Sentencia T-572 de 2016
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